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PROYECTO DE LEY 81 DE 2004 SENADO. 

por la cual se define la administración de registros de nombres de dominio .co y se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1°. Definición. La administración del registro de nombres de dominio .co es aquella actividad a cargo del Estado, que tiene por objeto la organización, administración y gestión del dominio .co, incluido el mantenimiento de las bases de datos correspondientes, los servicios de información asociados al público, el registro de los nombres de dominio, su funcionamiento, la operación de sus servidores y la difusión de archivos de zona del dominio, y demás aspectos relacionados, de conformidad con las prácticas y definiciones formalmente adoptadas por la Internet Assigned Numbers Authority, IANA, y la Internet Corporation for Assigned Names and Numbers, ICANN, la Unión Internacional de Comunicaciones, UIT, o las entidades internacionales que las sustituyan.

Parágrafo. Para los efectos de esta ley, el nombre de dominio de Internet bajo el código de país correspondiente a Colombia -.co-, es un recurso del sector de las telecomunicaciones, de interés público, cuya administración, mantenimiento y desarrollo estará bajo la planeación, regulación y control del Estado, a través del Minist erio de Comunicaciones, para el avance de las telecomunicaciones globales y su aprovechamiento por los usuarios.

Artículo 2°. Naturaleza. Para todos los efectos, la administración del registro de nombres de dominio .co es una función administrativa a cargo del Ministerio de Comunicaciones, cuyo ejercicio podrá ser conferido a los particulares de conformidad con la ley. En este caso, la duración del convenio podrá ser hasta de 10 años, prorrogables, por una sola vez, por un lapso igual al del término inicial.

Artículo 3°. Contraprestación. El derecho de uso que otorga el registro del nombre de dominio al usuario que lo solicita, dará lugar al pago de una contraprestación que se determinará tomando en cuenta las inversiones necesarias, su retorno, los gastos y los costos necesarios para la administración de dicha función, en el marco de los resultados del análisis comparativo a nivel latinoamericano en relación con el valor cobrado al usuario por dicha función, que debe realizar anualmente el Ministerio de Comunicaciones. De conformidad con lo anterior, y en caso de que el Ministerio de Comunicaciones decida conferir dicha función a los particulares, podrá fijar un mínimo y/o un máximo a la contraprestación cobrada por el particular escogido o establecer fórmulas que arrojen el valor a ser cobrado, en los términos de este artículo.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley regirá a partir de su promulgación.

Germán Hernández Aguilera,

Senador de la República.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores:

Desde el inicio de Internet fue necesario definir un sistema de identificación unívoca de direcciones de sitios de Internet (sites). Inicialmente los servidores en Internet se identificaban mediante direcciones numéricas, pero al crecer el uso y la cobertura de la red se introdujeron sistemas alfanuméricos de más fácil recordación, estos sistemas corresponden a lo que hoy se conoce como dominios. La Internet Assigned Numbers Authority, IANA, fue la encargada de realizar la asignación de los dominios en los Estados Unidos, y de recomendar las mejores prácticas para la administración y registro de los dominios a cada una de los administradores de los diferentes países o estados. En la Actualidad estos dominios son asignados por el Internet Corporation for Assigned Names and Numbers, ICANN.

Los dominios de primer nivel se dividen en dos tipos: los genéricos o gTLD y los territoriales o ccTLD. Los primeros identifican empresas, firmas, u organizaciones de ámbito internacional. Existen siete dominios: .com, .org, .net, .edu, .int, .mil y .gov, administrados por la ICANN y su solicitud de registro se realiza a registradores privados, autorizados por InterNIC. Los gTLD.mil y .gov son de uso restringido para los Estados Unidos. Estos gTLD son administrados directamente por ICANN y son registrados por múltiples empresas las cuales deben estar autorizadas por InterNIC, entidad adscrita a ICANN.

Los ccTLD son de ámbito geográfico o comunitario, coincidente no sólo con los diferentes Estados sino también con territorios. Estos dominios son entregados para su administración y registro a administradores en cada territorio. Dichos dominios tienen dos letras. Ej.: Colombia.co, Francia.fr, Argentina.ar, España.es, Países Bajos.nl. Estos identificadores provienen de la adopción de la norma ISO 3166-1. 

Los anteriores dominios se han establecido para facilitar y promover la identificación de una comunidad asociada a un territorio dentro de la Internet a nivel global y son los administradores nacionales quienes asignan y registran los dominios de niveles inferiores de acuerdo con las normatividad y leyes nacionales. En la mayoría de los casos, la normatividad local se adapta de la mejor forma a los requerimientos económicos, sociales y culturales de cada país, siguiendo las políticas y recomendaciones generales de la ICANN de actuar en el mejor interés de la comunidad de Internet.

Desde 1991, la administración y registro del dominio asignado a Colombia lo ejerce la Universidad de los Andes, en virtud de una delegación otorgada por las entidades creadoras y administradoras de los dominios de primer nivel en el ámbito internacional IANA (Internet Assigned Numbers Authority) e ICANN (Internet Corporation for Assigned Names and Numbers).

Sin embargo, en concepto emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado del 11 de diciembre de 2001 frente a la consulta formulada al respecto por el Ministerio de Comunicaciones (Radicación 1.376); se expresó dentro de las consideraciones, lo siguiente: 

"Así las cosas, la administración del dominio.co y el derivado registro de los nombres de dominio en Colombia, para la red de la Internet, es un asunto relacionado intrínsecamente con las telecomunicaciones y en consecuencia, existe la competencia del Gobierno nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones, para su planeación, regulación y control, de conformidad con las normas citadas en precedencia y las concordantes del Decreto 1130 de 1999, con mayor razón cuanto que el dominio .co como se explicó en el punto 2.5, constituye un recurso de interés público, respecto del cual el Estado colombiano debe velar por su adecuada utilización para hacer prevalecer el interés general, de acuerdo con el principio instituido por el artículo 1° de la Constitución Política".1

Asimismo, en la parte de respuestas la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado expresó:

"4.1. El dominio.co asignado a Colombia como código del país en el sistema de nombres de dominio de la Internet, es de interés público.

4.2 La administración del dominio .co es un asunto relacionado intrínsecamente con las telecomunicaciones y en tal virtud, es competente el Gobierno Nacional, por medio del Ministerio de Comunicaciones, para actuar en su planeación, regulación y control...".

De conformidad con lo anterior, el Ministerio de Comunicaciones expidió la Resolución 600 del 7 de mayo de 2002, la cual estableció en el parágrafo transitorio que "El Ministerio de Comunicaciones, en coordinación con las entidades aludidas en el artículo anterior, diseñará e implementará un régimen integral que regule la materia, y mientras ello sucede, se aplicará transitoriamente lo establecido en la presente resolución."

De otra parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, en el Proceso de Acción Popular 2001-0465, en providencia del 10 de julio de dos mil dos (2002), acogiendo el concepto citado de la Sala de Consulta y Servicio Civil, expresó que "el nombre de dominio .co con el que se designa a Colombia en la Internet, es de interés público, naturaleza que comparte esta Sala que a la vez considera que el ser de interés público implica necesariamente que se trata de un interés colectivo, susceptible de amparo ante una posible amenaza o vulneración", y más adelante en la parte resolutiva del fallo ordenó al Gobierno - Ministerio de Comunicaciones: 

"(1) Asumir directamente o por medio de quien designe, dentro del pertinente marco legal, la administración y manejo del dominio.co y del directorio correspondiente; 

(2) Adecuar la actuación que ha adelantado la Universidad de Los Andes, tal como se indicó en la parte motiva de esta providencia; 

(3) Establecer la delegación de la administración del dominio.co conforme se señaló en la parte considerativa; 

(4) Expedir la regulación necesaria de conformidad con las facultades otorgadas por la Ley 72 de 1989 (artículos 1° y 2°) sobre los aspectos derivados de la delegación de la administración del dominio.co. en atención a lo previsto en el parágrafo transitorio del artículo 7° de la Resolución número 0600 de 2002. Término: El plazo para el cumplimiento de las anteriores órdenes vence el treinta y uno (31) de diciembre del año dos mil tres (2003).".

Asimismo, el Consejo de Estado2, definió la administración del registro de nombres de dominio.co, como función administrativa, manifestando:

"Conforme a lo antes expresado, tenemos que la administración del registro de nombres bajo el dominio .co es una función que se cumple por una organización, empresa o individuo designado por el Gobierno o autoridad pública relevante. 

Por tanto, dicha administración puede ser ejercida directamente por el Estado o indirectamente a través de particulares. En el primer caso, por el organismo o entidad pública que dispone o disponga la ley o establezca un reglamento ejecutivo, como prevé el artículo 5° de la Ley 489 de 1998. El Ministerio de Comunicaciones ejercerá las funciones de planeación, regulación y control de dicha administración, por ser inherente a la Internet que es un servicio que se presta a través de las redes de telecomunicaciones.

En el anterior contexto, resulta más coherente aplicar las dispo siciones de la Ley 489 de 1998 para definir y organizar la administración del dominio .co, que recurrir a los mecanismos de la Ley 72 de 1989 y el Decreto-ley 1900 de 1990 para otorgar esa administración mediante contrato de concesión, concesión de licencia o autorización.

Dentro de las opciones que prescribe la Ley 489 de 1998, es viable adoptar la establecida en el artículo 96; norma que permite a las entidades estatales, cualquiera que sea su naturaleza y orden administrativo, asociarse con personas jurídicas particulares, con observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la Constitución Política, mediante la celebración de convenios de asociación o la creación de personas jurídicas, para el desarrollo conjunto de actividades en relación con los contenidos y funciones que les asigna la ley.

Para lograr lo anterior, es posible constituir esa asociación con universidades, públicas o privadas, o con universidades y entidades comprometidas en el fomento de la investigación científica y el desarrollo tecnológico, por ejemplo, el Instituto Colombiano para el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología Francisco José de Caldas o Colciencias. O, celebrar un convenio de asociación con instituciones similares.

Por último, si se escoge atender la administración del dominio .co por particulares, para hacerlo se aplicará lo dispuesto en los artículos 110 a 114 de la Ley 489 de 1998."

En consecuencia, la administración del registro de dominios .co constituye una función administrativa que el Estado puede cumplir directa e indirectamente, por lo cual procede la delegación de la misma en los particulares, en los términos de los artículos 110 a 114 de la Ley 489 de 1998, los cuales establecen las circunstancias de tiempo y modo en que habrá de realizarse tal delegación.

Como consecuencia de todo lo anterior, el Ministerio de Comunicaciones expidió la Resolución número 00020 de 2003, mediante la cual se tomaron, entre otras, las siguientes determinaciones:

a) Se estableció el procedimiento a seguir por el Ministerio de Comunicaciones, para la fijación de las condiciones de administración del dominio .co;

b) Se determinó que dentro de los dos (2) mes es siguientes a la presentación del informe sobre recomendaciones en materia administrativa, técnica, financiera y jurídica, a la Señora Ministra de Comunicaciones por el grupo de estudio, creado por la misma resolución, debía elaborarse el proyecto de resolución para la regulación de la administración del registro de dominio de primer nivel .co, el cual debía publicarse en la página electrónica (Web) del Ministerio de Comunicaciones para conocimiento del público en general, durante el lapso de un mes, con el objeto de recibir comentarios y observaciones al citado proyecto.

En cumplimiento de lo dispuesto por esta Resolución, el Ministerio de Comunicaciones, con fundamento en la Ley 72 de 1989 que confiere al Ministerio de Comunicaciones la facultad de planificación, regulación y control de todos los servicios del sector de comunicaciones, que comprende la de ciertos elementos y recursos indispensables para la prestación de los correspondientes servicios, expidió la Resolución 1455 de 2003, mediante la cual se regula la administración de registros del dominio.co., partiendo de la premisa establecida por el H. Consejo de Estado, en el sentido de que el sufijo .co "es un asunto relacionado intrínsecamente con las telecomunicaciones".

De conformidad con tal norma jurídica, el Ministerio de Comunicaciones elaboró un proyecto de pliego de condiciones, bajo las cuales procedería a conferir tal función a los particulares, que puso a disposición del público para comentarios y observaciones.

No obstante, es lo cierto que la habilitación del Ministerio de Comunicaciones para ejercer la administración del registro de nombres de dominio.co, se ha basado en la interpretación que el Consejo de Estado hace en un concepto sobre la naturaleza del sufijo .co, de la actividad de administración del registro y del artículo 1º de la ley 72 de 1989; esto es, el Ministerio ha desarrollado las actividades relacionadas con tal administración con base, fundamentalmente, en criterios jurisprudenciales y en cumplimiento de una orden judicial, que efectúan consideraciones sobre el dominio.co, ante la inexistencia de ley que trate el tema en concreto.

Para dichos efectos, se hace necesario definir legalmente aspectos como qué es el sufijo .co, en qué consiste la administración del registro de nombres de dominio .co, y cuál es la naturaleza de tal actividad, asuntos estos que se abordan en los artículos 1 y 2 del proyecto y que indudablemente darán seguridad jurídica al sector de las telecomunicaciones en general y a los inversionistas en particular.

Adicionalmente, se ha presentado un obstáculo infranqueable para que tal función sea asumida por el Ministerio de Comunicaciones y a su vez, si así se decide, pueda ser conferida a los particulares, consistente en la falta de autorización legal para efectuar el cobro como contraprestación por el registro del nombre de dominio otorgado al usuario. En efecto, y toda vez que la Universidad de Los Andes ejercía tal labor al amparo de normas de derecho privado en su relación con ICANN, efectuaba un cobro por el registro del nombre de dominio, tal y como se hace en todo el mundo. Sin embargo, dado que en virtud del concepto del Consejo de Estado, y sobre todo de la sentencia que lo acoge, la función de administrar el registro de nombres de dominio se convirtió instantáneamente en "pública", se hace necesario que el cobro de la contraprestación sea autorizado por el legislador, lo cual se prevé en el artículo 3º del proyecto. 

Finalmente, cabe señalar que un asunto como el que nos ocupa, de naturaleza electrónica, asociado a Internet y objeto de profunda globalización, es esencialmente dinámico, razón por la cual es imperioso que la ley que lo regula, sea corta y sencilla, de tal forma que el órgano regulador pueda adoptarlo cuando las circunstancia tecnológicas lo requieran, de conformidad con las prácticas y definiciones formalmente adoptadas por la Internet Assigned Numbers Authority, IANA, y la Internet Corporation for Assigned Names and Numbers, ICANN, o las entidades internacionales que las sustituyan, tal y como lo plantea el artículo 1º del proyecto. En efecto, no puede prescindir el ordenamiento jurídico colombiano de lo dispuesto por tales organismos, toda vez que son ellos los que a nivel mundial desarrollan la gestión de las direcciones IP, desarrollan estándares, crean nuevos dominios, controlan y habilitan a los registradores locales, funciones estas que no dependen de la voluntad del legislador colombiano, pues escapan a su alcance y al de cualquier país en el mundo. 

Prescindir de las anteriores consideraciones y desarrollar una ley larga y detallada, no solo sería ir en contra de la corriente mundial -que observa este tema como una actividad eminentemente particular-, sino poner en peligro el desarrollo del Internet en nuestro país, y con él, el acceso a la masificación de las tecnologías de la Información y la comunicación, como escenario de desarrollo y crecimiento económico de nuestro país.

De los señores Congresistas,

Germán Hernández Aguilera,

Senador de la República 

SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaria General 

(Artículos 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 18 del mes de agosto del año 2004 se radicó en este Desapcho el Proyecto de ley número 81, con todos y cada uno de los requisitos constitucionales y legales, por el honorable Senador Germán Hernández Aguilera.

El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., agosto 18 de 2004

Señor Presidente:

Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 76 de 2004 Senado, por el cual se define la administración de registros de nombres de dominio.co y se dictan otras disposiciones, me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la Comisión Sexta Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., agosto 18 de 2004

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Sexta Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la República.

Luis Humberto Gómez Gallo.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
